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Resumen

Abstract

Desde la Declaración de Jomtien, en 1990, se determinó que la escuela debe atender a todos aquellos niños y 
niñas que a ella asisten, garantizando el desarrollo de todas sus habilidades y potencialidades; para ello, han venido 
surgiendo índices de educación inclusiva que resultan de gran utilidad para caracterizar los entornos educativos en 
la primera infancia, analizar qué tanto se acercan o no a los principios de la educación inclusiva e intervenir para que 
estos se apliquen. En Colombia, y como respuesta a los acuerdos establecidos en dicha Declaración, se elaboró el 
Índice de Educación Inicial Inclusiva, INCLUDE. 

Palabas clave: educación inclusiva, índice de inclusión, primera infancia, políticas públicas, atención integral.

The school must attend to all children who are part of the institution, that is to say, the ones who are atten-
ding, guaranteeing the development of all their skills and potentialities, to fulfill those goals the creation of inclusive 
education indexes have emerged, which are of great use for the characterization of early childhood educational 
environments, and also to analyze how much they approach or not to the principles of inclusive education and how 
to intervene to make them real. In Colombia, as a response to the agreements which have been enacted in the 
Jomtien Declaration, the INCLUDE.
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Educación inclusiva para la primera infancia en Colombia: Políticas y reformas

Diana Melissa Otálora Gallego

introducción

Una estrategia de atención a la primera infancia que se 
ha usado en distintos países, en el campo educativo, 

ha sido el diseño e implementación de índices de educa-
ción inclusiva; por lo tanto, es relevante hacer una breve 
reseña acerca de los mismos y ver su evolución a lo largo 
de los años y la situación actual en Colombia.

La idea del uso de índices para entornos educati-
vos en inclusión surgió de los miembros del equipo de 
colaboradores de Tony Booth y Mel Ainscow (2000), 
del Centre for Studies on Inclusive Education. Estos in-
vestigadores diseñaron el primer “Index for Inclusion”, 
por petición del Gobierno del Reino Unido, con el fin 
de identificar las barreras que impedían la participación 
y el aprendizaje de los diversos grupos que componen 
las comunidades educativas. En primera instancia, este 
índice iba direccionado a la población escolar de primaria 
y secundaria; sin embargo, hacia el año 2006 se realizó la 
adaptación para la población de educación inicial.

Dichas modificaciones tuvieron su énfasis en la adap-
tación de ciertos indicadores según las necesidades y 
retos que plantea la educación inicial, entre ellas el cam-
bio de algunos términos (por ejemplo, usar el término 
escuela en vez de centro) y la incorporación de algunas 
actividades e indicadores para la atención de bebés. Para 
el año 2012, el equipo de Booth, tras el análisis de la 
aplicación de esta herramienta en sus dos versiones (bá-
sica primaria y primera infancia) en diferentes institucio-
nes educativas en el mundo, generó una nueva versión 
mejorada para educación básica y secundaria aplicable 
también al índice propuesto para educación inicial. Esta 
nueva versión enfatizó en aquellas prácticas que promo-
vían los valores inclusivos relacionados con el cuidado del 
medio ambiente y el respeto por la diversidad y, además, 
propuso adaptaciones curriculares en formación y parti-
cipación ciudadana y derechos humanos. 

Hacia el año 2007, un equipo de la Universidad 
de Salamanca realizó la adaptación para la comunidad 
española e hispanohablante y, a su vez, en compañía 
de la Universidad Autónoma de Madrid, en cabeza de 
Gerardo Echeita Sarrionandia y Cecilia Simón Rueda, 
participó en la adaptación para algunas regiones de 
Latinoamérica y el Caribe, incluida Colombia. En el año 
2010, la Fundación Saldarriaga Concha inició la adapta-
ción del índice a las necesidades propias del contexto 
colombiano. 

En ese mismo año, un equipo de la Pontificia 
Universidad Javeriana fue contratado para realizar la revi-
sión y posterior adaptación del Index a las características 

específicas del colectivo colombiano de la primera infan-
cia. El índice fue enteramente revisado y se considera 
pertinente no adaptarlo sino reconstruirlo introduciendo 
nuevas dimensiones que no se contemplaban en la ver-
sión original elaborada por el equipo de Booth.

En este sentido, el índice se actualizó incorporando 
las siguientes dimensiones: (a) la dimensión del sujeto 
que aprende, (b) la dimensión del contexto, entendida 
como una mirada no solo a los valores inclusivos y a las 
barreras del aprendizaje sino también a las mediaciones 
educativas y, finalmente, (c) la dimensión de la relación 
sujeto-contexto; adicional a lo anterior, el concepto de 
inclusión educativa fue reemplazado por el de educación 
inclusiva.

De este nuevo diseño surge el Índice de Educación 
Inicial Inclusiva conocido como INCLUDE, en el que se 
indica que:

(...) La inclusión se percibe, ante todo, como un 
proceso que supone la sensibilización, formación y 
reconocimiento de toda la comunidad educativa en 
ciertos aspectos cruciales que garanticen su dispo-
nibilidad conceptual y actitudinal para responder a 
los retos de la atención a la diversidad y la diferencia 
(MEN, 2014, p. 11).

 A su vez, la educación inclusiva se concibe como:

(...) Aquella educación que atiende la diferencia. En 
este sentido reconoce las particularidades de los di-
versos colectivos que transitan en el aula y permite 
que estas últimas sean consideradas dentro de las 
oportunidades de aprendizaje que se ofrecen en 
el medio educativo, y en la comunidad en general 
(Jiménez, 2005 y Valdez, 2009, en MEN 2014, p. 10)

políticas inclusivas

En el marco de las anteriores consideraciones y en 
el plano de la educación inclusiva en la primera infancia, 
desde la Declaración de Jomtien, en 1990, ya se empieza 
a plantear la relevancia de atender a la primera infancia y 
garantizar su acceso a una educación enmarcada en las 
características propias de su desarrollo (Unesco, 2008).

 
Tras varios años, nuestra región, con el Proyecto 

Regional de Educación para América Latina y el Caribe 
–Prelac (2002-2007), busca que las políticas se trans-
formen para asegurar, de esta forma, aprendizajes de 



calidad tendientes al desarrollo humano para todos, a lo 
largo de la vida (Unesco, 2008). 

Las políticas públicas en educación desarrolladas en 
la última década en el país dan cuenta de una preocupa-
ción por la construcción de entornos que acojan la diver-
sidad y respeten las diferencias de todos los que en ella 
se hacen presentes, sin distinción de raza, género, edad, 
condición social, ideología o discapacidad, pues es la es-
cuela la llamada a brindar oportunidades y experiencias 
de crecimiento personal, social, cultural, económico y 
político para los niños y jóvenes que de ella forma parte.

 
Son estas consideraciones las que, como principio 

rector, han llevado a que instancias como el Ministerio de 
Educación Nacional –MEN y la Secretaría de Educación 
Distrital –SED, posibiliten el desarrollo de diferentes po-
líticas que favorezcan la reducción de las desigualdades, 
promuevan la movilidad social y garanticen la convivencia 
en la diversidad. 

La política de inclusión educativa emanada de la 
Presidencia de la República (Alarcón, Turriago, Castro y 
Peña, 2013), reconoce la necesidad de lograr una mayor 
cohesión social y el fortalecimiento de los valores, me-
diante la prestación de un servicio educativo en equidad 
para todos, en el que se consideren las particularidades 
de cada niño como elementos fundamentales del trabajo 
institucional. 

Sin embargo, a pesar de lo consignado en las polí-
ticas, estas son descontextualizadas en relación con los 
escenarios escolares porque no se tienen en cuenta las 
dinámicas propias; es decir, las IED (instituciones edu-
cativas distritales) deben acoplar unas políticas que no 
están construidas desde la realidad y las necesidades 
propias, lo que conlleva que las instituciones educativas 
las comprendan y las asuman intentando adaptarlas a 
los diferentes procesos internos, para responder y ade-
cuarse a las transformaciones educativas que permitan 
acoger la diversidad desde un enfoque de derechos.

la historia dE las políticas 
En torno a la Educación inclusiva 

En el año 1991 se reformó la Constitución Política 
de Colombia; para la actual situación política nacional, 
es pertinente resaltar la importancia que se le conce-
dió, a partir del artículo 67, al hecho de comprender “la 
educación como un derecho fundamental” y, por tanto, 
como un servicio público de carácter obligatorio y gra-

tuito (Art. 67). Así se aseguró el adecuado cubrimiento 
del servicio al ofrecer a los educandos las condiciones 
necesarias para su acceso y permanencia en el sistema 
educativo. De esta manera, el Gobierno Nacional em-
prendió acciones hacia la creación de políticas educati-
vas, formulando para tal efecto la Ley 70 de 1993 y la Ley 
115 de 1994 –“Ley General de Educación”–. 

La Ley 70 de 1993 enmarca las políticas de atención 
educativa específicamente para las comunidades afro-
descendientes2. Se pretende que dichas comunidades 
formen parte de los contextos escolares con libertad 
de expresión y manifestación cultural; es decir, que 
respondan educativamente a los requerimientos de 
dichas comunidades pero respetando sus procesos in-
ternos de lengua materna, costumbres y cosmovisiones, 
permitiendo así la conservación de su identidad cultu-
ral, proceso en el que, según el artículo de Francisco 
Santos Calderón (2009) titulado “Afrocolombianidad y 
Educación como política de Estado”, publicado en el pe-
riódico del MEN, Altablero, existe una brecha respecto 
a la igualdad en oportunidades de acceso educativo con 
relación al resto de los colombianos; sin embargo, se re-
conoce el esfuerzo del Estado por promover el acceso 
de esta población a la educación inicial, media, técnica y 
superior. 

Ya, en la “Ley General de Educación” de 1994, se 
exponen los principios rectores del servicio educativo y, 
a su vez, específicamente en el Título III, Capítulo 1, se 
concibe la “(...) educación para personas con limitaciones 
o capacidades excepcionales”. Se hace explícita la apertu-
ra que deben hacer las instituciones educativas para aco-
ger, sin distinción alguna, a distintos grupos poblacionales 
incluidos los colectivos en condición de discapacidad o 
con talentos excepcionales. De esta manera, se genera 
un reconocimiento para estas poblaciones desde la po-
lítica nacional, en aras de fortalecer procesos inclusivos 
enmarcados en igualdad de oportunidades de acceso y 
permanencia en las escuelas, en términos de enfoque de 
derechos y calidad educativa. Tal cual se describe en el 
artículo 41 de la “Ley General de Educación” cuando se 
indica que “la educación para personas con limitaciones 
físicas, sensoriales, psíquicas, cognoscitivas, emocionales 
o con capacidades intelectuales excepcionales, es parte 
integrante del servicio público educativo”. 

Asimismo, en el Título III, Capítulo 1, de la misma 
Ley, en relación con la atención a los colectivos en con-
dición de discapacidad o con talentos excepcionales, se 
establece claramente la ruta de trabajo para las institu-

2 Afrodescendiente (comunidad negra) hace alusión al conjunto de familias de ascendencia afrocolombiana que poseen una cultura propia, comparten 
una historia y tienen sus propias tradiciones y costumbres dentro de la relación campo-poblado, que revelan y conservan conciencia de identidad que 
las distingue de otros grupos étnicos (Ley 70 de 1993, Artículo 2, Numeral 5). 



ciones educativas en cuanto a los procesos de su integra-
ción académica y social, al igual que la creación de aulas 
especializadas para apoyar pedagógica e integralmente 
estos procesos. 

Todo lo anterior constituye un insumo fundamental 
para ofrecer una educación inclusiva y es el primer paso 
hacia la atención educativa de toda la población estu-
diantil, respondiendo así a los planteamientos conveni-
dos por la Unesco (1990), en la Declaración mundial de 
educación para todos. 

Siguiendo estas transformaciones educativas y par-
tiendo de la realidad social del país, el Estado, para el 
año 1997, sancionó la Ley 387, en la que se establece 
como norma que todos los estamentos educativos de-
ben propiciar programas para las personas en condición 
de desplazamiento forzado, de manera que se pueda 
dar respuesta a las necesidades presentes en la pobla-
ción víctima del conflicto armado3, y favorecer con ello 
su articulación social. 

Asimismo, en el año 2002 se genera la Ley 762, 
a través de la cual el Estado colombiano aprueba la 
Convención Interamericana para la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra las Personas con 
Discapacidad, suscrita en la ciudad de Guatemala el 7 
de junio de 1999, en la que se establece el desarrollo 
de programas y campañas educativas que eliminen todo 
tipo de discriminación para las personas con discapa-
cidad motora, sensorial o intelectual; igualmente, pro-
mueve el desarrollo de programas de atención que les 
faciliten una integración social para que desarrollen una 
vida independiente y autosuficiente en condiciones de 
igualdad de derechos. 

Para el año 2005, el MEN estableció los Lineamientos 
de políticas para la atención educativa a poblaciones vulne-
rables con el propósito de brindar y garantizar el acceso 
y la permanencia en el sistema educativo público de los 
diferentes colectivos, sin distinciones de raza, género, 
ideología, religión o condición socioeconómica. Estos 
lineamientos también cobijan a las poblaciones étnicas, 
los colectivos en condición de discapacidad, la pobla-
ción afectada por la violencia, los niños y los jóvenes en 
riesgo social por vinculación a actividades laborales, con 
conflictos con la ley penal o en estado de protección, 
los jóvenes iletrados, los habitantes de frontera y la po-
blación rural dispersa. Este documento de lineamiento 
de política buscaba convertirse en una herramienta que 
orientara y generara nuevas rutas de trabajo basadas en 

la inclusión, la equidad y la calidad del servicio educativo 
para las poblaciones más vulnerables (MEN, 2005). 

Para el año 2013, el Gobierno Nacional estableció la 
Política Pública Nacional de Discapacidad e Inclusión Social 
–Conpes Social 166, como parte del Plan de Desarrollo 
2010-2014 “Prosperidad para todos” (DNP, 2010), que:

(...) Busca definir los lineamientos, la estrategias y las 
recomendaciones que, con la participación de las 
instituciones del Estado, la sociedad civil organizada y 
la ciudadanía, permitan avanzar en la construcción e 
implementación de la Política Pública de Discapacidad 
e Inclusión Social (p. 6). 

Es así como, desde una perspectiva de política na-
cional, se ha impulsado poco a poco el reconocimiento 
y la participación de todos en los escenarios educativos 
y sociales del país. 

Es de esta manera como Colombia ha seguido una 
serie de transformaciones desde sus políticas educativas, 
en coherencia con los acuerdos mundiales que orientan 
esfuerzos hacia la satisfacción educativa en cuanto a co-
bertura, accesibilidad, permanencia y atención educativa 
para todos los niños y jóvenes del mundo. 

políticas En torno a la primEra infancia 

Los primeros esfuerzos en el marco de la política de-
sarrollaron diferentes alternativas de atención referidas 
especialmente a la asistencia, entendida como el cuidado 
y la protección de la población menor de seis años. 

En el año 1968, en el gobierno de Carlos Lleras 
Restrepo, se pone en marcha una primera política orien-
tada a buscar el bienestar de la población colombiana, 
especialmente de la niñez desamparada. Es así como, 
mediante la sanción de la Ley 75 del 3 de diciembre 
de 1968, se creó el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar –ICBF para la atención a las familias y a la niñez. 

Para los años setenta en Colombia no existía una 
política específica de atención y cuidado para los niños 
menores de seis años, hoy llamada “primera infancia”. 
Es en los primeros años de los setenta cuando, por 
recomendación de la Organización Mundial de la Salud 
–OMS, el Gobierno, por primera vez, establece a tra-
vés de la creación del ICBF un programa dirigido a la 
atención integral de los niños en edad preescolar que, 
a la vez, promoviera la estabilidad familiar. El programa 

3 Víctima del conflicto armado se refiere a aquellas personas que, individual o colectivamente, ha sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 
1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de derechos humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado (Sentencia de la Corte Constitucional C-253A/12).
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coordinaba los servicios de nutrición, salud, educación, 
promoción social y protección legal, y debía dirigirse 
a los sectores más pobres de ciudades y campos. Así 
nacen los “Hogares Infantiles”, antes conocidos como 
CAIFS: Centros de Atención Integrales al Preescolar 
(ICBF, 2015). 

Es así que, entre los años 1974 y 1978, se establecie-
ron políticas para los menores de seis años en cuanto a 
educación, nutrición y salud. El Plan de desarrollo social, 
económico y regional 1975-1978 “Para cerrar la brecha” 
(DNP, 1975), junto con el Plan Nacional de Alimentación 
y Nutrición, promovieron el programa nutricional para 
las poblaciones menos favorecidas a través del Decreto 
088 de 1976. 

Entre los años 1978 y 1982, se desarrolló el Plan de 
Integración Social4 (MEN, 2017), el cual continuaba con 
la atención de los niños pero, esta vez, se amplió la co-
bertura incluyendo ahora a los menores de siete años, 
intentando dar solución a problemas relacionados con 
la salud y los procesos de socialización de los niños en 
edades mayores. 

Siguiendo a Fernández y Galvis (2006, citados por 
López y Sánchez, 2011), para el año 1979 se establece la 
Ley 7, por medio de la cual se crea el Sistema Nacional 
de Bienestar Familiar; su finalidad consistía en promo-
ver la integración familiar, garantizar los derechos de los 
niños y empoderar a las entidades del Estado para dar 
solución a los problemas intrafamiliares que afectaban 
directamente al menor; asimismo, es claro en permitir la 
participación en estos programas estatales de los niños 
en condición de discapacidad. 

A mediados de los años ochenta nacen los Hogares 
Comunitarios de Bienestar, los cuales estaban bajo las 
directrices políticas del ICBF, a cargo de mujeres, en su 
mayoría madres cabeza de hogar, quienes en sus casas 
prestaban asistencia, cuidado y alimentación a los niños 
preescolares de trabajadores que no tenían dónde dejar 
sus hijos mientras laboraban. Fue así como “(...) bajo esa 
modalidad el ICBF amplió su cobertura y su red de apo-
yo social” (ICBF, 2015, Cobertura, párr. 1). 

Para el periodo comprendido entre los años 1982 
y 1990, las políticas establecidas en los planes de desa-

rrollo se focalizaron en la atención a la supervivencia y el 
desarrollo infantil. De esta manera, el Plan de desarrollo 
1983-1986 “Cambio con equidad”, proponía realizar ac-
ciones en la atención integral a la familia, la madre y el 
niño, teniendo como principio la equidad (DNP, 1983). 

Siguiendo con este recorrido histórico nacional, en 
el año 2002 se llevó a cabo un trabajo alrededor de la 
primera infancia5, liderado por el ICBF y en colabora-
ción con el Departamento Administrativo de Bienestar 
Social –DABS, El Centro Internacional de Educación y 
Desarrollo –CEID, Save the Children y Unicef, organiza-
ciones que propusieron acciones a través de las cuales se 
pretendía brindar atención a los niños desde su gestación 
hasta las seis años, capacitando a padres, educadores y 
cuidadores en la atención a los menores (Conpes Social 
109, 2007, p. 8). 

Reiterando el compromiso que a lo largo de diversas 
administraciones se ha configurado en políticas de aten-
ción de la primera infancia, en el año 2006 se sanciona 
la Ley 1098, “Ley de Infancia y Adolescencia”, que se for-
muló con el objetivo de brindar protección al menor y 
al adolescente ante cualquier tipo de vulneración de sus 
derechos fundamentales, descritos en la Constitución 
Colombiana y, a su vez, garantizar el pleno desarrollo del 
niño, estableciendo que sus derechos prevalecen por 
encima de cualquier otra prioridad, conforme con lo es-
tablecido en el artículo 44 de la Reforma Constitucional 
de 1991. 

En coherencia con el panorama anterior, luego 
del posicionamiento del Gobierno del presidente Juan 
Manuel Santos, en el año 2012, se estableció el Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para to-
dos” (DNP, 2010), en el marco del cual se configuró y se 
puso en marcha la estrategia nacional De Cero a Siempre 
(Presidencia de la República, 2016), a través de la cual se 
promovió la atención integral6 para todos los niños de la 
primera infancia. Es así, como “(...) se reúnen políticas, 
programas, proyectos, acciones y servicios dirigidos a 
la primera infancia, con el fin de prestar una verdadera 
atención integral que haga efectivo el ejercicio de los 

4 Este Plan es un modelo de atención integral dirigido a niños y niñas menores de siete años, para garantizar el acceso a la educación inicial y promover, 
potenciar y fortalecer el desarrollo en todas las dimensiones.

5 Se refiere a los niños desde la gestación hasta los seis años de acuerdo con el documento Colombia por la Primera Infancia: Política Pública (2006, 
citado por López y Sánchez, 2011).

6 La atención integral para la estrategia nacional, hace referencia a todos los aspectos importantes en el desarrollo humano. La dimensión social, 
afectiva, cognitiva, la salud y la nutrición son los factores asociados a la atención integral. 



derechos de los niños y las niñas entre cero y cinco años 
de edad” (párr. 2). 

Seguidamente, en el año 2013, nació el convenio 
529, Convenio de asociación alianza público-privada de 
impulso y sostenibilidad de la Política Pública de la Primera 
Infancia, para dar ejecución a las acciones previstas en la 
estrategia De Cero a Siempre, el cual tenía por objetivo 
“(...) aunar recursos técnicos, físicos, administrativos y 
económicos entre las partes, para apoyar el diseño, la 
implementación y sostenibilidad, en el nivel nacional y 
territorial de la Política de Atención Integral a la Primera 
Infancia” (DNP, 2013). 

Es de esta manera como Colombia ha seguido una 
serie de transformaciones a partir de sus políticas nacio-
nales, las cuales han enmarcado la forma de comprender 
y actuar frente a la primera infancia. Asimismo, se re-
saltan los esfuerzos y las pretensiones gubernamentales, 
encaminadas a rescatar la primera infancia como un 
periodo vital en el desarrollo humano y liderar iniciativas 
de bienestar, atención y prevalencia para todos los niños 
sin distingo alguno.

conclusionEs

Se hace explícita la necesidad de profundas transfor-
maciones en los sistemas educativos actuales que, aún 
sin proponérselo, obstaculizan la participación real de los 
niños que forman parte de sus escuelas. 

La cultura inclusiva es una forma de ser, que rescata 
el trabajo en equipo y el trabajo interdisciplinario, más 
allá del cumplimiento de roles y la ejecución de fun-
ciones, consolidando una sola unidad conformada por 
diferentes entes (padres, madres, estudiantes, docentes, 
orientadores, administrativos, etc.) y encaminados todos 

hacia la generación de un saber propio permeado por 
la inclusión.

Tan relevante y determinante es el concepto de in-
clusión en la justicia social y humanitaria, que reconoce 
la diversidad y promueve disposiciones políticas, eco-
nómicas, educativas y sociales para brindar las mismas 
oportunidades a todos los individuos, sin discriminación 
o relegación ninguna; y lo es aún más la educación inclu-
siva, definida por la Unesco (2008) como: 

(...) Un proceso de abordaje y respuesta a la di-
versidad de las necesidades de todos los alumnos 
mediante la participación activa en el aprendizaje y 
las actividades implícitas de una cultura en pos de re-
ducir la exclusión en el sistema educativo (...) implica 
cambios y modificaciones de contenidos, enfoques, 
estructuras y estrategias basados en una visión co-
mún que abarca a todos los niños en edad escolar y 
la convicción de que es responsabilidad del sistema 
educativo regular educar a todos los niños y niñas 
(p. 11). 

La construcción de un entorno inclusivo para la 
primera infancia conlleva la necesidad de reconocer 
algunos factores que confluyen en esta categoría y per-
miten comprender su significado, importancia y alcance, 
particularmente para aquellos agentes educativos que se 
relacionan con ella.

Vista la educación inclusiva de esa forma, es claro que 
para las instituciones se convierte en un reto abordar los 
procesos educativos desde múltiples dimensiones y ac-
tores que deben converger en la construcción de nuevas 
directrices y lineamientos que orienten el trabajo peda-
gógico dentro de las escuelas, en aras de fortalecer lazos 
que permitan la participación de todos en escenarios de 
respeto y solidaridad &
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